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Presentación

En la última década diversos investigadores y analistas económicos introducen en sus estudios e investigaciones un nuevo concepto “Capital Intelectual” refiriéndose con ello a conocimientos, información, propiedad intelectual, experiencia que se puede aprovechar para crear riqueza. Esta primera definición es muy amplia pero útil para denotar lo que viene ocurriendo mundialmente en los negocios y que se va reflejando de manera creciente en las ciencias de la administración. En las últimas dos décadas se refleja un desplazamiento de la importancia de los bienes físicos o tangibles en los procesos productivos hacia otro tipo de bien, no físico o intangible que es el conocimiento. En efecto, en la actualidad el conocimiento es el principal insumo de producción de cualquier organización. El cambio es tal que trasciende el ámbito económico transformando las relaciones humanas y por lo tanto impacta en la sociedad. Por ello, el Estado no puede mantenerse al margen de este nuevo fenómeno. 

Si bien el Capital Intelectual es una noción que se desarrolla en el sector privado para ser aplicado a empresas no cabe duda de su utilidad para cualquier tipo de organización, sea privada, estatal, gubernamental o no gubernamental. Las administraciones públicas están afrontando el reto de su modernización mediante la innovación a fin de legitimar la responsabilidad social y dar respuesta a la crecientes exigencias de la ciudadanía. En suma, es posibilitar  brindar un servicio de mayor valor, en términos de impacto social, canalizado mediante los principios de una mayor eficiencia, eficacia y economía. No se trata de ofrecer una mera respuesta informativa a los ciudadanos sino una acción más integral tendiente a crear espacios de intercambio y relación que permitan modos de expresión ciudadana  conducentes a la definición de propósitos, metas y acciones en armonía con las necesidades de la sociedad. A diseñar procesos de gestión eficientes basados en una administración eficaz de los conocimientos disponibles que aseguren el cumplimiento de los principios constitucionales.

Una muy interesante consecuencia de esta nueva perspectiva es la valorización del ser humano como lo único capaz de crear, innovar y mejorar. Es re ubicar al hombre en el lugar del que nunca debió ser desplazado como ocurrió cuando las cosas lo desplazaron en importancia como factor de producción desde la Revolución Industrial en Gran Bretaña en siglo XVIII. 


El desarrollo del Capital Intelectual en la Administración Pública constituiría una reforma administrativa de las denominadas de segunda generación que potenciaría un cambio  positivo en la cultura organizacional de la hacienda pública, aspecto este que no sólo fue dejado de lado por las continuas reformas que se sucedieron en nuestro país sino que terminó siendo diezmado. Por lo que, el presente trabajo tiene como objetivo analizar la utilidad que su empleo podría desempeñar el Capital Intelectual en el sector público posibilitando al Estado responder al nuevo escenario social a donde se orientan sus políticas.

Introducción

El moderno crecimiento económico depende del aumento de productividad que se consiguió invirtiendo en conocimientos que posibilitaron la ampliación de la capacidad de producción y consecuente creación de nuevos productos y servicios.

El desarrollo de las Tecnologías de la Información y Comunicaciones (TICs) produjo cambios tan profundos que merecen ser considerados como una revolución. Es que el contenido y la estructura de las actividades económicas, así como gran parte de los fundamentos sociales de los países industrializados, se pueden distinguir de sus predecesores por el ritmo y el alcance de la producción y aplicación de los conocimientos.

El carácter central del conocimiento en las economías avanzadas tiene múltiples implicaciones no sólo para el desarrollo económico y tecnológico sino que también para el desarrollo social. Mencionar una economía basada en el conocimiento capta una diferencia cuantitativa indudable pero más relevante aún es el salto cualitativo en la vida económica moderna. Es que el conocimiento científico y tecnológico es determinante del rendimiento económico, también lo es el conocimiento acerca de cómo organizar y gestionar las actividades económicas.

El Estado debe adaptarse a los cambios económicos, sociales y culturales que se producen en el mundo globalizado. Sostiene Evans
 que "la respuesta no está en el desmantelamiento del Estado sino en su reconstrucción". Para Crozier la administración estatal debe tener en cuenta ciertas realidades como las nuevas formas de administración, el endeudamiento, las expectativas de mayor calidad de las prestaciones por parte de la población, por lo que "una reforma del actual modelo administrativo y gubernamental es uno de los escollos si no el escollo de la adaptación de la sociedad al mundo del siglo XXI"
. Entonces, resulta claro que el desafío consiste en modernizar democracias anticuadas e incorporarlas a la era informática
 para lograr una autonomía del Estado que permita preservar las funciones clásicas del Estado. También recuperar la capacidad de planificación que le posibilite establecer algunas pautas para aprovechar y atenuar las desventajas que presenta la globalización. En este fenómeno  se observan dos procesos simultáneos
: 

· Un proceso de integración de estados nacionales, de provincias y de municipios.

· El segundo proceso es de descentralización de competencias y recursos de estados nacionales a estados provinciales y a municipios.

Destaca Castells, ante el fenómeno de la globalización, que el Estado "es cada vez más inoperante en lo global y cada vez menos representativo en lo nacional"
. De este modo, el Estado Nación debe transformarse para aumentar su eficiencia y recobrar legitimidad por lo que aprovechando los mismos elementos que lo amenazan puede convertirlos en una oportunidad, en este caso, emplear las TICs para articular y coordinar ambos procesos buscando constituirse en un Estado Red
. El Estado Red se caracteriza por compartir la autoridad, es decir, la capacidad institucional de imponer una decisión a lo largo de una red de instituciones. Una red, por definición no tiene centro sino nodos de diferentes dimensiones generando relaciones entre ellos generalmente asimétricas. Este tipo de Estado parece el más adecuado para enfrentar la creciente complejidad no sólo entre lo global, lo nacional y lo local sino que también entre la economía, la sociedad y la política. Afirma Castells que "el funcionamiento en red, asegurando descentralización y coordinación en la misma organización compleja, es un privilegio de la era de la información" si bien aclara que "El estado red no es la nueva utopía de la era de la información" pero "parece ser la principal respuesta operativa a la crisis estructural del estado en la era de la información"
. 

El proceso globalizador acentuó la evidencia que la fuerza de los mercados es suficiente para asegurar el funcionamiento y crecimiento de la economía sin control por parte de la sociedad y sin necesitar al Estado como históricamente fue a lo largo de la historia. La idea que subyace es enfrentar la crisis que la globalización les plantea a los antiguos Estado Nación con una estrategia de alianzas en busca de lograr sinergias entre sí con el fin de generar mayor valor público en beneficio de la sociedad que representan. Las TICs permiten diseñar y gestionar políticas públicas que reflejen la doble tendencia a la integración y a la descentralización tanto de recursos como de competencias.

Es una estrategia de adaptación de los estados a las nuevas circunstancias mundiales para no perder poder ni legitimidad y continuar siendo el indispensable agente de intervención en los procesos económicos vía instituciones y regulaciones para beneficio de sus trabajadores, de su sociedad y de su economía. El Estado es el principal agente económico de una Nación, interviene activamente en su vida política, económica y social. No hay individuo, empresa u organización cuyas decisiones no queden afectadas por su estrategia, ya que condiciona los planes de producción, de consumo y de intercambio del sector privado mediante las políticas públicas. El estudio de las mismas es el análisis de las actividades del Estado en el seno de la sociedad
. Entonces el objeto de las políticas públicas es satisfacer necesidades sociales. Por lo que lo principal es la sociedad
. 

Un efecto positivo del desarrollo de las TICs es que posibilita una nueva forma de gestión y en consecuencia la posibilidad de planificar y diseñar políticas públicas de una mayor calidad que las elaboradas en etapas anteriores que no contaban con esta nueva tecnología.

En la actualidad gobernar y administrar en nombre y representación del bien común es gobernar y administrar por políticas públicas
. Aunque disminuido el papel del Estado Nación sigue siendo importante. Sin la ineficiencia burocrática del Estado democrático - social pero tampoco sin la fría prescindencia humana del Estado neoliberal. No hay un pleno acuerdo sobre las características del nuevo modelo de Estado pero es necesario que las políticas públicas que desarrolle cumplan algunas condiciones como: la eficiencia, flexibilidad, participación ciudadana mejorando la representación política y activa presencia en la economía y la sociedad.

Weber afirmaba que todo Estado contiene cuatro elementos principales que son:

1- Un conjunto diferenciado de instituciones y personal.

2- Centralización en el sentido de que las relaciones políticas irradian del centro a la superficie.

3- Un área territorialmente demarcada sobre la que actúa.

4- Un monopolio de dominación coactiva autoritaria, apoyada en un monopolio de los medios de violencia física.

Vimos que la globalización afecta al Estado de múltiples formas, una de ellas es aquella que atenta contra el atributo de territorialidad del Estado. Es en el tercer elemento donde se produce el conflicto con la globalización que le hace perder soberanía aunque no capacidad de acción. Castells nos ofrece un ejemplo cotidiano al respecto al referirse a la incapacidad del estado para decidir por sí solo, en un mundo en que las economías nacionales son globalmente interdependientes, obliga a la adaptación de regulaciones inaplicables, porque la peor forma de descontrol es mantener vigente lo que no se puede aplicar
. De este modo el Estado-nación parece atrapado entre las exigencias contradictorias de la operatividad global y la legitimidad nacional
.

Para atemperar dicha contradicción es que los gobiernos emprendieron esfuerzos descentralizadores del Estado a fin de conectar de forma más directa identidades e intereses con las instituciones políticas como paso previo a la articulación de distintos niveles institucionales en una red compleja de conexión entre lo local y lo global
.

Es en estas circunstancias que se torna imprescindible coordinar y articular
 políticas públicas que cumplan con el fin de mantener integrado a los sectores sociales de un territorio dado. Se busca que las políticas públicas sean eficaces y eficientes para que logre el impacto deseado en la sociedad y al menor costo posible.

Se necesita reconstruir un marco interpretativo de la nueva realidad social. Los problemas de gobernabilidad democrática se deben a la falta de adecuación de la política y del Estado a los cambios estructurales de nuestras sociedades que agudiza los fenómenos de disgregación y fragmentación generando la sensación de incertidumbre y desamparo impidiendo asegurar la coordinación básica entre diferentes procesos y actores (individuales y colectivos) que la integran. Dicha coordinación era realizada por el Estado sobre la base de su posición como centro jerárquico de la sociedad. Coordinaba lo social mediante una coordinación política apoyada en una Administración Pública, el derecho, a través de la educación como mecanismo socializador de normas, conocimientos, valores  y hábitos compartidos. Es decir, el Estado articulaba y sintetizaba la diversidad social en un conjunto más o menos coherente.

Por coordinación se alude a tres dimensiones específicas: Regulación: en tanto ordena legalmente las relaciones entre diferentes procesos y actores y resuelve posibles conflictos. Representación: porque representa las ideas predominantes acerca del orden social ofreciendo una imagen simbólica de la unidad de la vida social por la que los diferentes actores se sienten pertenecientes a una misma sociedad.Conducción: que encauza las diferencias sociales en una visión compartida respecto al futuro.

La coordinación social mediante la política (o el Estado) esta cuestionada por la gran complejidad alcanzada en la vida social por el aumento de la cantidad de actores y de intereses que terminó por agotar el modelo estadocéntrico. 

Tampoco la coordinación mediante el mercado que pretendió reemplazar la coordinación social funcionó como factor de cohesión ya que la experiencia latinoamericana demostró que el mercado por sí solo no genera ni sustenta un orden social. Por el contrario, acentúa las desigualdades sociales. 

Es de este modo como toma auge la coordinación social mediante redes que es una coordinación horizontal entre diferentes interesados en un mismo asunto con el fin de negociar y acordar una solución. En tal sentido una red es una invención institucional que responde a las particularidades de una sociedad policéntrica donde la coordinación social no sigue exclusivamente un ordenamiento jerárquico. Toda red responde a cierta lógica funcional que se traduce en algunas reglas mínimas como la distribución equitativa de costos y beneficios, la reciprocidad que es más amplio que el intercambio e incluye la confianza, que opera como un mecanismo reductor de la complejidad y, por lo tanto, como lubricante de cooperación, y el sentimiento de pertenencia a una comunidad.

Ante la necesidad de coordinación social mediante redes y teniendo en cuenta que el Estado asume nuevas funciones más vinculadas con la coordinación, moderación, mediación para reemplazar el debilitamiento de su capacidad de regulación es que entendemos que el desarrollo del concepto de Capital Intelectual en el sector público puede resultar de gran utilidad. Específicamente el poder infraestructural del Estado es una capacidad que permite territorializar las relaciones sociales impidiendo que el Estado pierda el control sobre los recursos que se difunden a la sociedad civil, descentralizandolo, desterritorializandolo y fragmentándolo. Entonces, se requiere de una gestión pública eficiente que sirva de cemento a las relaciones sociales de la sociedad civil con respecto a su Estado. El empleo del Capital Intelectual en una gestión pública de tales características se torna imprescindible. 

El proceso de globalización impacta en el clásico Estado-nación y en la sociedad con consecuencias debilitantes en ambos. Afecta la territorialidad y la cohesión social logrando cambiar el escenario del país. Es que, si bien la territorialidad está estrechamente vinculada a la noción de Estado-nación, también modifica a la sociedad y lo propio ocurre con la cohesión social. 

El Capital Intelectual presenta una lógica de gestión que puede contribuir de manera positiva en las administraciones públicas permitiendo a estas atenuar los impactos de la globalización en varios aspectos pero en especial respecto a la territorialidad y cohesión social. Es posible considerar al Capital Intelectual de una organización (privada o pública) como una gran base de datos en la cual datos, información y conocimiento se combinan  con procesos determinados ejecutados y dirigidos por las personas que genera o generará valor para dicha organización. 

Ahora indagaremos respecto a qué utilidad brindaría el Capital Intelectual en su aplicación al sector público.

El capital intelectual y la administración pública

Las administraciones públicas vienen desarrollando en los últimos años un proceso de modernización que tiene como objetivos, acercar la Administración a los ciudadanos y, por otra parte, mejorar la satisfacción de éstos en relación con los servicios públicos que reciben. 

Se pretende, de esta manera, que la Administración pueda cumplir adecuadamente su labor de promoción de los derechos fundamentales, ajustándose a los principios constitucionales de eficacia y de servicio al interés general. En tal sentido "La década de los 90 ha sido testigo de un movimiento todavía inconcluso de cambios sin precedentes en la configuración contemporánea de la administración pública"
. El desarrollo de las ciencias del management estuvo vinculado al mundo empresarial en el que las presiones competitivas promovían la renovación de los sistemas de gestión. En cambio, los principios de organización y funcionamiento en las administraciones públicas se orientaban a cumplir el legado burocrático de la aplicación universal y uniforme de las normas, sin tener en cuenta demasiado los recursos y resultados basándose en diferentes posturas que sostienen desde que la administración pública es única y completamente diferente a la que se aplica  en el ámbito privado hasta aquellas que sostienen que no es más que una modalidad menos eficiente de gestión empresarial. Ambas posiciones predicaban la sustantividad de la gestión pública.

El interés por el management refleja las dificultades que encuentra la administración pública para adaptarse a la escala y complejidad de los problemas que le plantea la sociedad actual. Las nuevas circunstancias políticas, económicas y sociales revelan las limitaciones de las perspectivas tradicionales por lo que con el adjetivo de "público"
, el management se convirtió en referencia obligada de los programas de modernización administrativa siendo el New Public Management (NPM) un claro ejemplo de ello.

Los gobiernos, casual o deliberadamente, tienen problemas de gestión mucho más difíciles de los que pueda tratar de superar cualquier empresa
. Por lo que para dar solución a los cada vez más complejos problemas públicos se requiere de ideas creativas y dejar de lado las soluciones convencionales tomadas de la gestión de empresas como privatizaciones, subcontratación, la formación de agencias, etc. Se trata, como plantea acertadamente Metcalfe, de que la gestión pública deje de lado la imitación de los principios de las administración de empresas para emprender el camino de la innovación.

Las políticas públicas requieren de intensa y prolongada cooperación entre muchas organizaciones, es decir, que requieren del esfuerzo común de muchas organizaciones que son formalmente autónomas pero funcionalmente interdependientes. Tal coordinación resulta clave para conseguir la eficacia en la gestión pública. La gestión pública se ocupa del comportamiento de todo un sistema (macrogestión), mientras que la gestión privada se centra en el problema de las partes (microgestión). 

Esta distinción es interesante porque nos permite delimitar el ámbito de aplicación de las técnicas de gestión empresariales en las administraciones públicas. Eliassen y Kooiman
 proponen una tipología de niveles de análisis mediante la cual la actuación de las administraciones públicas puede ser abordada. El primer nivel se refiere al sector público como un todo en interacción con el entorno social, en el segundo nivel está la actuación de las organizaciones públicas individuales en su entorno específico y el tercer nivel corresponde al funcionamiento interno de cada organización y al rol de los directivos públicos. Los problemas que surgen del primer nivel tienen un carácter interorganizacional y se relacionan con la transformación del entorno y las reglas de juego de las distintas organizaciones, públicas y privadas, configurando a la administración pública como un proceso a nivel macro. En cambio, los problemas del segundo y tercer nivel están relacionados con la adaptación de las organizaciones públicas a sus entornos específicos y configuran la gestión pública como un proceso a nivel micro
.

En general se puede afirmar que la primacía otorgada a la adaptación al entorno, como el marcado carácter intraorganizativo y el modelo de decisión racional que subyacen en las técnicas de gestión empresarial sitúa su ámbito de aplicación en los niveles segundo y tercero, es decir, en la acción individual de las organizaciones públicas y en su funcionamiento interno. Sin embargo, al considerar su grado de adecuación al contexto público, la gran cantidad y heterogeneidad de las técnicas de gestión empresarias existentes se deberá realizar a partir de una evaluación individual de cada técnica o grupo de técnicas.

El mayor grado de ajuste de las técnicas de gestión empresarial ocurre en el tercer nivel, produciéndose desajustes cada vez mayores cuando se pasa al segundo. Los problemas relativos al primer nivel quedan fuera del ámbito de aplicación de las técnicas de gestión empresarial. El desafío de la gestión pública es salvar el abismo creado por la aparición de tareas interinstitucionales y problemas de política pública en el que el control central resulta imposible y donde procesos de ajuste totalmente descentralizados entre las organizaciones resultan demasiado lentos para conseguir un rendimiento satisfactorio
. Es por ello que la gestión pública y la política resultan indisolublemente interrelacionadas con el proceso de gestión del cambio en el plano interinstitucional
. La labor innovativa de la gestión pública consiste en desarrollar capacidades macroorganizativas nuevas y muy específicas para abordar el cambio estructural en el plano interinstitucional. Es decir, que las distintas organizaciones e intereses implicados en un sistema de política pública compartan la responsabilidad de orientar el cambio estructural al mismo tiempo que conserven su autonomía en la gestión
.

¿El empleo del modelo de Capital Intelectual revaloriza el trabajo humano de forma tal que lo considere un verdadero recurso estratégico?. Para aplicar la gestión del conocimiento en la administración pública es necesario, previamente, superar una serie de elementos estructurales que actúan como condicionantes del proceso. A saber, el desarrollo de una cultura organizacional que fomente la idea de que el verdadero poder no es la información sino compartir el conocimiento útil que se posee. Compartir y usar el conocimiento disponible de las organizaciones no son hechos "naturales", debe crearse una actitud solidaria y en colaboración para que el conocimiento fluya en el sector público para que se produzca un fortalecimiento institucional y pueda cumplir con sus funciones en pro del bienestar general
. Favorecer que el aprendizaje no sea individual sino colectivo, de manera que incremente el conocimiento de la organización. Es imprescindible el trabajo en equipo, una tarea de gestión de conocimiento presupone tender en lo posible al trabajo colectivo. El desarrollo de tal trabajo grupal exige de una organización flexible, con comunicación horizontal entre los distintos departamentos. Se debe tender y favorecer aquellas prácticas que hagan compatibles la experiencia con la innovación. Ni la innovación se puede transformar en un cambio por el cambio mismo, ni la experiencia se puede confundir con la rutina.

La mayor ventaja competitiva de una organización se basa en construir una sólida infraestructura humana
. Debido a que las capacidades de una organización no son otras que las de las personas que en ella trabajan
. Por lo que la función de desarrollo de personal
 juega un rol central tal proceso ya que tiene a su cargo asegurar que los recursos humanos con los que cuenta la organización sean, siempre, capaces de enfrentar los nuevos desafíos y explotar las nuevas oportunidades que les provee el entorno
. Pero, para cumplir con tan importante objetivo el desarrollo de recursos humanos debe ser estratégico. Esto  implica la identificación de las competencias
 necesarias y la conducción del proceso de aprendizaje de los empleados, orientado al logro de las estrategias de la organización. La coherencia estratégica de todo sistema de gestión de Recursos Humanos sólo puede ser evaluada en función de su conexión con la misión, prioridades y objetivos de la organización
. Ante un entorno cada vez más complejo, la efectividad de las organizaciones públicas depende cada vez más de la calidad de sus recursos humanos
. 


Lo que se pretende es institucionalizar y organizar
 la función pública o servicio civil
 consolidado donde las personas accedan al empleo público por un genuino sistema de mérito y estén cualificadas para realizar las tareas exigidas por los puestos que ocupan, y donde se pueda avanzar a través de la cuidadosa utilización de programas de formación, evaluación y desarrollo profesional como una condición necesaria para brindar servicios de calidad al ciudadano. Deben tener las capacidades y la motivación necesaria para mejorar la actuación de las instituciónes públicas.  Es por ello que los recursos humanos son claves en el éxito de cualquier reforma del Estado a largo plazo
.

Las reformas que se realizaron en la administración pública argentina tuvieron una orientación fiscalista más que "con una búsqueda discursiva de la eficiencia"
. La denominada primera reforma se caracterizó por una drástica reducción de personal en el nivel federal mediante privatizaciones, descentralizaciones, jubilaciones anticipadas y despidos. Mientras que la conocida como segunda reforma del estado no tuvo grandes efectos sobre la planta de personal, dado que ya la redujeron con la primera, por lo que sus efectos se centraron en la reducción de cargos vacantes y de recortes presupuestarios.

Estévez y Blutman destacan que como consecuencia del proceso
 de reforma del Estado realizado en Argentina se produjo el "síndrome del sobreviviente"
 que es una patología organizacional que aparece en aquellos lugares que sufrieron procesos de ajuste o downsizing. Los empleados que sobreviven a tal proceso, muestran síntomas de estrés laboral, sentimiento de injusticia organizacional, débil o nulo sentimiento de pertenencia, falta de compromiso con la organización, ritualismo, actitudes evasivas frente al trabajo, entre otros. La misma afectó tanto el desempeño como la cultura organizacional de la administración pública argentina.

Las políticas públicas cobran vida a través de sus componentes humanos, las personas son quienes ponen en movimiento al resto de los recursos por lo que "fueron, son y serán"
 el factor clave para cualquier intento de modernización de la administración. Es el principal recurso tanto de la actividad pública como de la privada. Por lo que su gestión
 requiere de coherencia estratégica
 entre los componentes
 del sistema de recursos humanos para lograr mejorar su perfomance. Longo
 destaca que la Gestión de Recursos Humanos crea valor en la medida en que resulta coherente con las prioridades y finalidades de la organización.

Las ventajas que implica la utilización del enfoque del Capital Intelectual son indudables tanto a nivel de empleo eficiente de recursos humanos como también de la flexibilidad en la búsqueda y logro de objetivos públicos. Pero, por sí mismo no resultaría óptima su implementación si no alineamos las condicionantes estructurales del sistema para lograr una gestión estratégica de recursos humanos para el sector público.  En tal sentido es necesario poner en marcha un proceso conjunto de resolución de problemas y de decisión colectiva para definir las reglas de juego y fijar funciones y responsabilidades para orientar los cambios estructurales.

Para ello se requiere de personal capacitado y motivado con intereses individuales consolidados con los intereses organizacionales. Podemos concluir que el individuo es la unidad de análisis sobre la que se debe trabajar porque sin su compromiso no hay posibilidades de implementar sistemas ni políticas que pretendan trascender a mediano y largo plazo. "Mientras que antes el factor decisivo de la producción fue la tierra y más adelante el capital...hoy el factor decisivo es en forma creciente el hombre, es decir, su conocimiento" Juan Pablo II
.

Resulta oportuno mencionar que todas las modificaciones propuestas requieren de una fuerte decisión política que las sostenga manteniendo el equilibrio de poder entre políticos y funcionarios de carrera debido a que operan en un contexto altamente político como lo son las organizaciones públicas.

Ventajas, limitaciones. Justificación:
Las administraciones públicas gestionan tanto o más activos intangibles que las administraciones del sector privado. Porque, en general, el producto final en el sector público son servicios y éstos son en esencia intangibles. Por lo que su gestión constituye un imperativo que no puede soslayarse. 


Los objetivos de las administraciones públicas son variados y, con frecuencia, no monetarios. Por ejemplo el bien común. Además, de entre los recursos productivos empleados para la consecución de los mencionados objetivos, es decir, recursos humanos, conocimiento, capital, materias primas, maquinaria e infraestructura los que siempre se utilizarán en las administraciones públicas son los dos primeros que son netamente intangibles.


El sector público presenta una serie de particularidades que se deben tener en cuenta al momento de replicar las ideas del Capital Intelectual, a saber
:

A- Menor estímulo a la adopción de nuevas técnicas de gestión: El sector público es más lento en adaptar los avances en materia de gestión debido a su situación de monopolio y de casi nula competencia.

B- Objetivos intangibles: los objetivos de las entidades públicas son diversos y dependen de la misión que tenga cada una de las entidades, así entre otros tendremos: justicia, educación, seguridad, etc. Son objetivos más intangibles que los que pueden tener empresas en el sector privado basados en la rentabilidad.

C- Responsabilidad social y medioambiental: Por lo general, las empresas consideran a tales asuntos como una cuestión de imagen de ellas por lo que se reflejan en sus estados contables como gasto. En las organizaciones públicas ya no se podrían concebir políticas públicas que lesionen tales objetivos.

D- Los servicios son intangibles: Las entidades públicas tienen como objetivo, también, la producción de bienes como por ejemplo la construcción de una carretera pero esto no invalida lo ya mencionado respecto a la naturaleza intangible de la mayoría de los output del sector público. 
E- Los recursos son intangibles: los recursos básicos empleados por una empresa son de cuatro orígenes diferentes: materia prima, máquinas, capital y recursos humanos y en la actualidad se le agrega un quinto elemento que es el conocimiento. Los primeros tres corresponden a activos tangibles y los dos restantes son intangibles. 
Cada actividad económica utiliza con diferente intensidad cada uno de estos elementos. Así, la organización industrial hace un uso intensivo del recurso maquinaria, la organización financiera emplea más el capital. En el sector público se emplea  intensivamente recursos humanos y conocimiento. Siendo los otros elementos menos utilizados o de menor cuantía respecto al out put.

F- Menor margen de maniobra del gerente: las entidades públicas tienen una mayor exigencia de transparencia en su gestión por lo que se encuentran sometida a mayores controles y normas de procedimiento que se deben observar.

G- Menor urgencia por cuantificar: hay un diferente objetivo o finalidad al buscar cuantificar los activos intangibles en una organización privada que en una pública. en la privada sirven, los activos intangibles, para ganar dinero y su cuantificación obedece a criterios de valuación de la organización como un todo. Dicho proceso de cuantificación es complejo y subjetivo por lo que, con frecuencia, desincentiva a muchas empresas a involucrarse en un programa de Capital Intelectual. No ocurre lo mismo en organizaciones públicas ya que en ellas hay menor necesidad de cuantificar los out put razón por la que facilita la adopción de un programa de Capital Intelectual.

H- Presentación Externa: en las organizaciones privadas la exposición del Capital Intelectual es considerada más como una información de tipo interno de la gestión por lo que resulta menos interesante al usuario externo de tales organizaciones que pondera más el conocimiento de informes de tipo económico-financiero como el Balance General, Estado de Resultados y Estado de origen y aplicación de fondos.

En la organización pública, en cambio, un informe de Capital Intelectual sirve para demostrar la necesaria alineación y coherencia de objetivos con metas, misiones y funciones y/o actividades desplegadas. 


El sector privado fue el que tomó la iniciativa en su investigación por lo que resulta lógico partir de sus conceptos para adecuarlos a las particularidades propias del sector público. Por lo que, utilizando dicha experiencia es que el sector público puede emplear esta herramienta para el logro de un fin superior a la mera rentabilidad como lo es el Bien Común.


La adopción de la noción del Capital Intelectual a la Administración Pública permitiría tender a la lograr eficiencia, eficacia, economía, equidad, transparencia y participación. ¿Cómo? Contar con una adecuada base de datos facilitaría mejorar diagnósticos de situaciones susceptibles de mejorar. El hecho de obtener mejores diagnósticos ya es un hecho auspicioso pero debemos recordar que constituye sólo una condición necesaria para el diseño de políticas públicas que podríamos denominar de alto impacto, y que,  puedan llegar a ser una verdadera política de estado
 si dicha política demuestra que mejora la situación problemática de origen.


Un sistema de información estatal que permita no sólo manejar la información interna de la organización sino que permita también captar datos e información del contexto es imprescindible en la era global para lograr los objetivos propuestos por cualquier organización, sea pública o privada. El desarrollo del Capital Intelectual en la Administración Pública es en sí mismo una política pública que presenta la particularidad de servir de base para un sin número de otras políticas públicas derivadas de ella. En suma, la noción del capital intelectual no sólo es útil por sí misma sino por todo aquello que su implementación demanda y los beneficios que de su uso se esperan.

Veamos un ejemplo de situación problemática en la que el empleo del Capital Intelectual podría brindar grandes beneficios.

Argentina en la década del 90 utilizó una estrategia de lucha contra la pobreza, que era alrededor del 40 % de su población, con programas focalizados, desarticulados, es decir, ejecutados desde múltiples y desarticulados ámbitos (sectores y jurisdicciones).

La política social en dicho período respondía a una lógica residual ya que el modelo de desarrollo desplegado parecía desconocer a la pobreza como un tema central de la sociedad argentina o bien, reconociéndola como un flagelo social, se esperaba que del crecimiento económico de nuestro país "derrame" a los niveles sociales más bajos.

La problemática social ocupó un lugar secundario para las autoridades políticas argentinas que se concentraban en la agenda económica. 
Es que se enfrentó a la pobreza de una manera más ligada a la reproducción asistencial de vínculos clientelares de corto plazo más que a la institucionalización de prácticas de promoción social de largo alcance. Una reveladora investigación de las diferentes estrategias abordadas por dos países de similares situaciones e idiosincrasias son el caso de Argentina y Chile respecto a la lucha contra la pobreza cuyos dispares resultados son descriptos y analizados por Repetto
.


La Secretaría de Desarrollo Social fue un organismo creado por decreto en 1994 del gobierno nacional para atender la lucha contra la pobreza. Centralizaba todas las acciones no solo referidas a la asistencia social, sino también a la vivienda y a la tercera edad. Era intención del Poder Ejecutivo Nacional la coordinación de las jurisdicciones para evitar superposición de acciones y ser más eficientes centralizando su operatoria. "Poder realizar diagnósticos, relevamientos, asignaciones, proyectos, evaluaciones y demás acciones dentro de la política social, en forma integral, metódica, sistemática y permanente..."
. Se llegaron a contabilizar veintiséis programas focalizados que no se articulaban entre sí por lo que el impacto esperado era muy bajo.


Para tratar la problemática social de la lucha contra la pobreza se necesita de perspectivas holísticas e interdisciplinarias para las cuales resulta particularmente útil el enfoque del Capital Intelectual. Podríamos pensar en una base de datos que permita contener toda la información necesaria para obtener reales y completos diagnósticos que sirvan de base para el diseño de políticas públicas tendientes a solucionar la situación problemática. Pero no se quedaría en una mera herramienta de diseño de políticas públicas. También resultaría útil para la ejecución, evaluación, monitoreo y control de las políticas que ayudó a diseñar. Con lo que una Base de Datos así concebida se convierte en un instrumento de guía antes, durante y después de la propia ejecución de políticas públicas.


Sin lugar a dudas los policy makers deben estar fuertemente capacitados y tener profundos conocimientos sobre las causales directas e indirectas que inciden en la lucha contra la pobreza.


Dicha base de datos sería integral y compartida por todas las áreas, programas y jurisdicciones intervinientes. La lógica que se persigue es lograr la sinergia de la actividad conjunta a la vez que una reducción de costos debido a que se utilizaría un único sistema administrativo en oposición a la dispersión propia de la arbitraria división de potestades ministeriales y concentración de los recursos. En suma, sería un único programa global coordinado entre distintos ministerios y/o organismos gubernamentales o no articulados por Estado Nacional, Provincial y Municipal. Entendemos que, siguiendo el criterio de concentración y con el fin de evitar la separación física en una agencia creada ad hoc, como se acostumbra tradicionalmente en nuestro país, se emplearía una red lógica que unifique los recursos humanos y materiales en sentido virtual y no tanto físico. Esto sólo es posible en la actualidad por los avances en las TICs. De esta forma se puede concentrar recursos para atender a un sólo programa universal que impida el clientelismo, concentre los recursos materiales, humanos y financieros  de manera tal de perseguir una eficiencia en el gasto y su consecuente impacto esperado brindando soluciones con una perspectiva global a la lucha contra la pobreza.



En nuestro país, muchos de los planes focalizados se concretaban en transferencias de dinero en efectivo a personas determinadas con o sin contraprestación. Tales transferencias representaron el 15 % del Gasto Público Total de la Administración Nacional durante el año 2005
, siendo 9 ministerios pero concentrando el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social más del 90 % de las transferencias otorgadas
. Las transferencias bajo el concepto de ayudas sociales para personas representaron el 62 % del total de transferencias corrientes al sector privado
.


Otro tema que impone su consideración es el acceso a la información pública sobre dichas transferencias. Algunos ministerios no dan respuesta a requerimientos sobre pedido de datos de esa índole bajo excusa que la pretensión (de acceso a información pública sobre transferencias) violaría la ley 25.362 de Datos Personales
.



Consecuencia del esquema distributivo de transferencias o subsidios para el sector privado
 descripto por la investigación realizada por el CIPPEC es que quedan reflejados varios aspectos que se deben mejorar para evitar el clientelismo político en la distribución de las transferencias. La falta de exposición de datos sobre el empleo de fondos públicos por parte de nuestros ministerios. Nótese que  hablamos de exposición para referirnos al aspecto que debería estar a libre disponibilidad de quien lo requiera, es decir, no de acceso a los datos como consecuencia de solicitudes formales. De los informes brindados por los ministerios y que estuvieron sujetos a control por la SIGEN
 surge que hay posibilidades de duplicación de subsidios a nivel intra o interinstitucional, inadecuada capacidad institucional para gestionar una gran cantidad de subsidios, inadecuados mecanismos de control interno para el otorgamiento de subsidios e incumplimiento de los plazos para la rendición de cuentas de los subsidios otorgados. Se evidencia una dispar respuesta de los ministerios ante las solicitudes de datos sobre transferencias.

Cabe, entonces, preguntarse si contando con la tecnología y el personal necesario para gestionar de manera adecuada las mencionadas transferencias, entonces ¿ porqué no se logra limitar la discrecionalidad de los gobernantes de turno para poner fin a estas prácticas poco transparentes ? La respuesta es la falta de voluntad política para implementar una política pública transparente de manejo de las transferencias. 


Se busca transitar de una reducción en el poder gubernamental de turno a una mejora en el poder infraestructural del Estado con las consiguientes ventajas que para el conjunto de la ciudadanía este tránsito representa. Es decir, menores costos clientelares en beneficio de una mayor eficiencia del gasto social.


Resulta cierto que no es necesario la implementación del Capital Intelectual en el sector público para conseguir los impactos deseados pero no es menos cierto que con el empleo del Capital Intelectual se puede poner en relación objetivos tan diversos como los planteados hasta aquí con relativa facilidad y con indudables ventajas. 

Conclusiones:

Reflejamos que no es una moda de gestión sino que siendo el conocimiento el principal activo de una organización y teniendo en cuenta que solo lo poseen las personas resulta entendible que el hombre vuelva a ser el factor principal de producción. Precisamente, buscando extender esta capacidad de procesamiento de conocimientos, aunque de hecho lo sea en forma muy limitada, es por lo que se promueve el desarrollo del Capital Intelectual en las organizaciones.

Si bien explicamos porqué consideramos que su utilidad justifica de forma plena la adopción de la noción del Capital Intelectual para el sector público hay otros motivos. En particular:

- Las administraciones públicas gestionan gran cantidad de activos intangibles. Porque, en general, el producto final en el sector público son servicios y éstos son en esencia intangibles. Los objetivos de las administraciones públicas son variados porque dependen de la misión que tenga cada una de las entidades, así entre otros tendremos: justicia, educación, seguridad, etc. y, con frecuencia, no monetarios. Además, de entre los recursos productivos empleados para la consecución de los mencionados objetivos, es decir, trabajo humano, conocimiento, capital, materias primas, maquinaria e infraestructura los que siempre se utilizarán en las administraciones públicas son los dos primeros que son netamente intangibles. Cada actividad económica utiliza con diferente grados de intensidad a estos elementos. Veamos, la organización industrial hace un uso intensivo del recurso maquinaria, la organización financiera emplea principalmente capital. En el sector público se emplea  intensivamente recursos humanos y conocimiento. Siendo los otros elementos menos utilizados o de menor cuantía respecto al servicio.

· Es importante destacar que el desarrollo del Capital Intelectual en el sector público por sí mismo constituye una herramienta que le posibilitaría al Estado incorporarse a la era del conocimiento haciendo posible brindar nuevos servicios. Piénsese, por ejemplo, que sería factible contar con una base de datos que refleje aspectos comunes y características propias de la población bajo la línea de pobreza, por ejemplo. Familias afectadas, cantidad de miembros, nombre y apellido de cada uno, edades, ubicación geográfica, etc. De forma tal que, no sólo se podría identificar y verificar fehacientemente los beneficiarios de planes sociales destinados a reducir los negativos efectos de la falta de ingresos sino que también, mediante el conocimiento de las características de ese segmento social serían mejor diseñadas las políticas públicas tendientes a disminuir tal flagelo. También facilitaría el control de los planes y evaluar los efectos de la política pública e términos de impacto.

· El Capital Intelectual se revela como una poderosa herramienta que permite mejorar la calidad y cantidad de las políticas públicas implementadas o a implementarse. Constituiría un núcleo duro de datos, información, conocimientos y experiencias realidad y no sobre meras suposiciones que por lo general surgen de preconceptos de los policy makers pero que, a veces, guardan poca relación con la realidad. También es necesario destacar que cuando se consigue desarrollar una amplia y completa información respecto a un tema dado, la misma es susceptible de ser compartida con otras organizaciones y a distintos niveles que pueden, además, contribuir a su mantenimiento, ampliación y perfeccionamiento con las consecuentes reducción de costos .

· El Capital Intelectual forma parte de los sistemas de información estatales porque son, en esencia, una potente base de datos manejada y desarrollada por personal capacitado con una estrategia y valores común a todos ellos que minimizaría las ineficiencias propias de la implementación de las políticas públicas al poner en relación a una serie de sectores que tendrán que compartir y controlarse mutuamente para el logro de los objetivos propuestos. 

· El desarrollo del Capital Intelectual puede considerarse como instrumento propio de la segunda reforma del Estado, es decir, conocidas como reformas administrativas debido a que permite mejorar sensiblemente la gestión de las políticas públicas, y como tal tendrá una repercusión cualitativa y cuantitativa desde el momento que posibilita alcanzar mayores impactos sociales de las políticas, inclusive permite la ampliación de cobertura de las mismas. En cierta medida también, puede considerarse que cumple con las características que debe cumplir una verdadera reforma del estado, es decir de las conocidas como reformas de primera generación, que son aquellas que posibilitan la ampliación o disminución de la intervención estatal en la sociedad dependiendo del propósito que se persiga.  las reformas de primera generación son aquellas que delimitan la frontera entre el estado y la sociedad.

· Cada organización tendrá su propio Capital Intelectual por lo que sirve y presta utilidad a ella. No hay un Capital Intelectual para toda la Administración Pública pero puede haberlo para ciertos organismos que busquen desarrollarlo y/o gestionarlo juntos. Pueden resultar parecidos y hasta uno servirse de otro pero el factor humano, clave en este tipo de desarrollos tendrá la identificación propia con el organismo en donde presta servicio.

· Las políticas públicas deben orientarse a la satisfacción social como calidad de vida deseada o bien común. No se deberían  orientar a satisfacer intereses políticos de los gobernantes ni a atender las demandas económicas de empresas o empresarios. El riesgo en el primer caso es el "estatismo" donde lo público se impone a lo privado y en el segundo caso, el riesgo es el "privatismo" donde lo privado se impone a lo público.

En una noción meramente descriptiva de políticas públicas cualquier proyecto o actividad estatal es una política pública. en cambio, si tomamos la noción descriptiva-prescriptiva no todo proyecto o actividad estatal constituyen una política pública.

El presupuesto principal de las políticas públicas como satisfacción social es la democracia, es decir, un estado democrático como sujeto o responsable principal y una sociedad democrática como objeto o finalidad principal. Por lo que a partir de la democracia, los supuestos son o deben ser: Participación sectorial y ciudadana; representatividad, productividad y transparencia gubernamental y administrativa. Sin estos supuestos es muy difícil que se cumpla con el proceso de satisfacción social propio de las políticas públicas. 

En efecto, la participación sectorial y ciudadana tiende a fomentar las participación de los sectores y ciudadanos. La representatividad requiere de tres atributos: elecciones libres, sufragio universal y participación plena por lo que deben estar presentes los tres conjuntamente para que se considere a un régimen político como democracia.

     
La productividad y transparencia requieren de dos tributos que miden el desempeño del sistema democrático, ellos son: respeto a las libertades civiles y los derechos políticos por una parte y por la otra eficiencia política y calidad institucional. La primera involucra a la libertad de expresión, asamblea y asociación mientras que los derechos políticos alcanza  los derechos humanos y de las personas. Es decir, se alienta el ejercicio de derechos civiles como ciudadanos y no sólo como simples electores.


Respecto a la eficiencia política y calidad institucional es establecer el desempeño de las instituciones en lo referido a la calidad de la burocracia estatal, la transparencia de los actos de la administración y la rendición de cuentas.


Sobre estos supuestos, un estado puede gobernar y administrar por políticas públicas, es decir, generar proyectos y actividades que aseguren equidad social y eficiencia económica como fines socialmente consensuados que dan sentido a la democracia. Si los supuestos de representatividad, productividad y transparencia no se observan, es necesario diseñar y gestionar políticas especiales de reforma política y administrativa del estado, tendientes a alcanzarlos como presupuesto de gobernabilidad democrática.

    

Es en este aspecto donde el Capital intelectual cobra sentido y razón de ser por cuanto puede convertirse en un medio para el fortalecimiento institucional del ministerio u organismo público que lo implemente asegurando transparencia, representatividad y productividad de las políticas públicas ejecutadas.

· El enfoque del Capital Intelectual implica un cambio en el modelo de gestión, de un modelo burocrático a otro llamado gerencial.  Esta transición plantea una cuestión de sentido común porque no es que se persigue agotar el modelo burocrático y por ello tender a un modelo gerencial, que sería el orden lógico de desarrollo, lo que ocurre en nuestro país es que nunca hubo un agotamiento del viejo modelo porque siempre se mantuvo inconcluso ya que no se lo llegó a implementar del todo. 

Por lo que pasar a un nuevo modelo, que además requiere de un elevado nivel de  profesionalización y especialización es casi como dar un salto al vacío sin conocer si podremos implementar de forma adecuada un modelo gerencial que requiere de una nueva visión y misión respecto a lo público, que requieren de nuevas capacidades, de nuevas tecnologías. Entonces, resulta evidente que la transición a un nuevo modelo de gestión debe ser lenta pero firme. La adopción del modelo de Capital Intelectual demandará tiempo y sus resultados no serán de rápida percepción por la ciudadanía pero es importante tener en cuenta que es el futuro de toda administración, no sólo de la administración pública. 

-   Resulta clave si se pretende cambiar el modelo de gestión, en particular para gestionar el conocimiento, contar con personal capacitado y motivado para llevar a la práctica tal misión. Los empleados de la Administración Pública Nacional que pasaron por varias reformas del estado y todo tipo de atropellos por decirlo de cierto modo y buscando englobar una serie de medidas que buscaron flexibilizar su situación. Aspectos que reforzaron el tradicional modelo de gestión burocrático y altamente normativo
 que prima en nuestra Administración Pública Nacional. Es que la cultura organizacional imperante refuerza el empleo del modelo del viejo Estado. Entonces, la pregunta que cabe realizarnos es si se cuenta con personal que pueda liderar el cambio de modelo de gestión, a pesar de las inercias de la cultura vigente. La respuesta la dan los mismos autores cuando al diseñar, calcular y explicar el índice de frustración organizacional, entendido como la distancia entre el tipo cultural percibido como existente y el preferido, descubren que es elevado, en particular entre los empleados de mayor jerarquía, mayor nivel socioeconómico y nivel de instrucción más alto. Lo descrito puede  servir para formar un equipo que lidere el cambio y que, junto a otras medidas tendientes a tal fin,  sirva de base para tender a la mejora de la cultura organizacional.

· No hay que confundir la necesaria renovación de equipos y sistemas de cómputos para evitar que se vuelvan obsoletos con una verdadera Modernización del Estado. Si bien lo expresado es obvio parece que en nuestro país se confunden ambos conceptos ya que uno de los primeros acciones realizadas, si no la primera cuando se menciona la modernización de la administración pública, es adquirir equipos con sus correspondientes periféricos de última generación como si tal reemplazo garantizaría por sí mismo la modernización de la administración pública; siendo que ella implica un cambio de fondo y de forma. El verdadero cambio conforma una trilogía, integradada por: el cambio en la forma de actuar de las personas, cambio en los procesos y por último el cambio en la tecnología. 

-  
El contexto internacional se tornó tan complejo que no basta con el Estado como único motor de la sociedad como ocurría en el período de auge del Estado Benefactor sino que, en la actualidad, comparte con organizaciones privadas y del tercer sector para coordinar una red de instituciones con vistas a una estrategia común a ellas. Esto es lo que se conoce como "modelo relacional" que consiste en mecanismos de cooperación interinstitucional para hacer más y de otro modo entre muchos. 

· La estrecha relación entre Capital Intelectual y Cultura Organizacional constituye un indudable aporte a la explicación del desempeño de una organización y nos hace reflexionar sobre la importancia que estas nociones cumplen en el modelo de gestión deseado. Ocurre que la Cultura Organizacional fue dejada de lado en los sucesivos procesos de reformas ocurridos en Argentina. Consecuencia de ello fue el carácter residual que adquirió la misma. 

-     Con respecto al modo de implementación que se estimaría adecuado para incorporar y desarrollar la noción de Capital Intelectual en la Administración Pública Nacional entendemos que  el adecuado teniendo en cuenta la naturaleza del concepto a incorporar es el integrado, conocido como Middle up down, porque constituiría un trabajo en equipo de directivos intermedios que, basándose en los objetivos y directrices generales fijadas por la alta dirección,  ejercerán sus actividades coordinando y liderando el proceso de creación del conocimiento. Convirtiéndose en un modo de implementación integrador tanto de los niveles de pensamiento y acción de la organización como de las maneras de conversión del conocimiento. De esta forma es de esperar que los empleados sienten la pertenencia a una organización y ser tenidos en cuenta para las decisiones. Con lo que se espera que se involucren y se comprometan con el proyecto disminuyendo su potencial resistencia al mismo. 


En términos de Cultura Organizacional la ventaja de este modo de proceder resulta notorio por cuanto se logra alinear la cultura con la visión, misión y objetivos de la organización. La relación de los modos de implementación y Cultura Organizacional es evidente y directa e influirá en el futuro de la organización. Estos aspectos fueron desestimados por los reformistas que parecen haber enfatizado más el concepto de estrategia por sobre la cultura. Quizás debido al apuro por adecuarse a las recetas de los organismos de crédito multilaterales para los que esta verdadera "cirugía"
 estatal era la cura de todos los males. 

· Teniendo en cuenta el cambio de contexto ocurrido en los últimos años y conociendo que la coordinación social centralizada por parte del Estado y la coordinación social mediante las leyes del mercado son, en la actualidad, inadecuadas para mantener la cohesión social es que se empieza a ver a las redes como un medio de coordinación apto para las problemáticas actuales propias de sociedades policéntricas, es decir, sociedades con una cantidad significativa de actores, intereses y opiniones que dificultan  la coordinación social que ya no puede continuar sujeta a un orden jerárquico debido a la creciente diferenciación social.

El fortalecimiento de la sociedad civil no necesariamente es a costa de pérdida de poder estatal sino que requiere de la intervención del Estado para lograr la cooperación entre los actores.  Es la combinación de Sociedad fuerte y Estado fuerte las que dan lugar a las redes políticas como combinación de regulación jerárquica y coordinación horizontal. Esto significa que no se puede hablar de una retirada del Estado de sus clásicas tareas que ahora estarán a cargo de un sistema político administrativo de diferentes niveles: la red, y no más a cargo de un Estado Nacional unitario. Pero, además, se agregan las tareas de gestión de la interdependencia social. Entonces, lo que cambió es la forma en que el Estado intenta cumplir sus tareas, es decir, no hay un retroceso sino que estamos ante un cambio de forma de actuación estatal.

Las redes operan como un seguro mutuo, donde disciplinan la competencia, inhibiendo las dinámicas destructivas y canalizando las expectativas recíprocas. Una red no solo se limita a la articulación de diferentes actores (a veces antagónicos) y sus respectivos recursos estratégicos sino que, también, articula la ejecución efectiva de las decisiones tomadas. 

El poder del Estado tiene dos acepciones: el poder despótico y el infraestructural. El primero son las acciones que ejerce una elite estatal sin negociación rutinaria e institucional con grupos de la sociedad civil. La literatura política lo llamó "autonomía del poder" Mientras que el infraestructural es la capacidad del Estado para penetrar la sociedad civil y ejecutar las decisiones políticas para todo su territorio. 

El poder infraestructural se valió de ciertas tecnologías logísticas que le ayudaron a penetrar en la vida social. Así, la división de trabajo en las principales actividades que el Estado coordina centralmente. La alfabetización, el establecimiento de pesas, medidas y moneda que facilitaron el intercambio bajo garantía del Estado y la velocidad de comunicación de mensajes y transporte de personas a través de mejores vías, barcos, teléfono, etc.

Ninguna de estas técnicas son propias del Estado, sino que son parte del desarrollo social general por lo que, al ser de ambos no modifica la relación Estado-Sociedad y, tampoco esta promovida por alguna de las partes. Por lo que el Estado depende de recursos que se encuentran también en la sociedad civil, entonces, el Estado no es autónomo en este sentido. Otro ejemplo es el empleo de las estadísticas.

Podemos concluir que  el poder infraestructural del Estado deriva de la utilidad social de las formas de centralización territorial. Por lo que la centralización territorial es lo que hizo aumentar el poder del Estado. No hay territorialización de la vida social si no hay poder infraestructural del Estado. Recaudación de impuestos, el monopolio sobre la movilización militar, la administración burocrática y el monopolio legislativo y ejecutivo son ejemplos de recursos obtenidos por el poder infraestructural del Estado.

Donde los Estados son fuertes, las sociedades están relativamente territorializadas y centralizadas.
· Vimos que como consecuencia del proceso de globalización el Estado-nación se fragmenta territorialmente y se debilita dejando de cumplir ciertas funciones que le son inherentes como la cohesión social de sus ciudadanos.  Por lo que, para hacer frente al nuevo desafío se debe integrar y descentralizar tanto las competencias como los recursos. Este doble proceso da origen y protagonismo a nuevos niveles: supranacionales e interestatales: las uniones entre naciones, provincias o municipios conocidos como integraciones regionales como consecuencia de la integración y por otra lado, la descentralización de competencias y recursos desde el Estado-nación hacia provincias y municipios. 


También como consecuencia de la pérdida de liderazgo que tenía el antiguo Estado Nación es el surgimiento de sectores privados y ciudadanos que adquieren la calidad de verdaderos actores que exigen ser tenidos en cuenta en el diseño y gestión de políticas públicas. Las políticas públicas por definición no serían tales si no se diseñan y gestionan por un Estado aunque, en la actualidad, tampoco lo serían si sólo se diseñan y gestionan por el Estado.


La Constitución Nacional Argentina contempla en su reforma de 1994 ambas tendencias, es decir, la integración y la descentralización. Es en este contexto que la noción de Estado Red se revela como operativa para los inestables tiempos que el proceso globalizador impone, asegura descentralización y coordinación en la misma organización compleja favoreciendo alianzas con otros estados  consiguiendo capitalizar las sinergias propias del funcionamiento conjunto de sus miembros en búsqueda de obtener mayor valor público y no perder poder ni legitimidad para las sociedades que representan.


Nuevas formas de administración se fueron desarrollando para gestionar la cosa pública en el actual  contexto. Términos como relaciones intergubernamentales (RIG) fueron discutiéndose de a poco en ámbitos académicos para pasar luego a  formar parte de una nueva realidad institucional. Entenderemos por relaciones intergubernamentales (RIG) al establecimiento de un sistema de comunicación, coordinación y toma de decisiones conjunta entre distintos niveles de gobierno, tengan o no un carácter institucionalizado. 


El Capital Intelectual es la tecnología adecuada para poner en relación a un Estado Red que requiere de fluido manejo de relaciones intergubernamentales para alcanzar sus objetivos de manera eficiente.

· Como se expuso, el abanico de posibilidades que permite el empleo del Capital Intelectual en la Administración Pública es muy amplio. Si es empleado de manera eficaz puede abarcar todas las etapas de las políticas públicas: desde la planificación, y hasta la evaluación. Especial atención se debe prestar a las primeras fases por cuanto los errores allí cometidos repercutirán en el resto de las etapas y en los outputs de las políticas. 

· Mejora la participación ciudadana porque hace posible tener información sobre lo que la gente opina sobre temas considerados estratégicos. Y también respecto a cuáles son los asuntos claves para la opinión pública con lo que facilita una verdadera agenda que los ciudadanos  esperan que forme parte de la agenda de gobierno.

Estimamos oportuno mencionar que si bien el desarrollo del Capital Intelectual para el sector público presenta una serie de ventajas, también cuenta con algunas limitaciones que resulta conveniente exponerlas en este momento.

Es imprescindible contar con "voluntad política" para desarrollar el enfoque del Capital Intelectual en el sector público. Es un enfoque estratégico que demandará mucho compromiso, esfuerzo, tiempo, dinero y cuyos logros no serán visibles en corto plazo por lo que puede representar en un enorme costo en términos políticos. 

Requiere de personal altamente capacitado y muy motivado. Para lograr ambas condiciones es necesario una buena política de remuneraciones e incentivos al personal que el Estado Argentino no esta en condiciones de ofrecer y menos aún de garantizar. En tal sentido se debe rediseñar el sistema de incentivos y recompensas que propone en la actualidad el SINAPA
 para que tienda a convertirse en una real evaluación de desempeño de los trabajadores y no como una verdadera "caja negra"
 ya que a ellos no les resulta clara
 la metodología empleada para la evaluación de sus actividades. La falta de evaluación de desempeño serios, objetivos y transparentes contribuyó también a reforzar los aspectos perversos de las modalidades de reclutamiento, selección e incorporación que nos llevaron a la situación vigente.

La evaluación de desempeño persigue varios objetivos entre los que se destacan mejorar el ajuste entre el perfil de los empleados y las tareas requeridas, proveer información que permita procesos de auto-mejora, establecer pautas para el pago y/o promoción en función del desempeño, validar mecanismos de reclutamiento y selección, entre otros. Para que el sistema de evaluación sea exitoso, los evaluados deberán tener la percepción de que el sistema es equitativo y que los criterios con que se evalúa sean significativos y relevantes para el desempeño. También es fundamental que evaluadores y evaluados se involucren en el proceso y que haya un proceso de retroalimentación entre ellos. Lo expuesto en cuanto a remuneraciones e incentivos, entrenamiento  y capacitación que permita el aprendizaje organizacional resulta muy oneroso en su desarrollo y mantenimiento por lo que es de esperar que demande más afectación de fondos a tales fines.

Fortalecer el Estado no es sinónimo de agrandarlo
, la historia nos muestra que ciertas organizaciones de la humanidad crecieron de forma desproporcionada antes de sucumbir, como el caso de la U.R.S.S.

La capacidad de gobernar es un bien escaso cuya utilización debe ser priorizada. El sector público debería desarrollar un conjunto seleccionado y limitado de políticas. El verdadero poder del Estado está en su efectividad y esta se mide por la calidad y coherencia de la acción pública más que por la cantidad de acción por el Estado. En tal sentido, una política pública de gestión del conocimiento mediante la implementación del Capital Intelectual en las organizaciones públicas, sin lugar a dudas, contribuiría de forma positiva a la generación de un círculo virtuoso originado por las sinergias que en la actualidad no están siendo aprovechadas como consecuencia de un modelo de gestión weberiano burocrático. Sólo mediante políticas eficaces, desde el punto de vista del impacto social que generan y de la eficiencia en la utilización de los recursos, se puede legitimar la acción de los gobiernos en una democracia pluralista.

Esperamos que el presente trabajo sirva como un pequeño aporte para un debate imprescindible sobre el tipo de Administración Pública que queremos en el futuro, con mayor eficacia, eficiencia y siempre orientada al Bien Común para todos y cada uno de los ciudadanos.
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